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ASUNTO: Informe. 

 

INFORME DE LA SECRETARÍA GENERAL DE LA CONSEJERÍA DE BIENESTAR 

SOCIAL, SOBRE LAS OBSERVACIONES FORMULADAS POR EL CONSEJO 

CONSULTIVO DE CASTILLA-LA MANCHA EN SU DICTAMEN 321/2018, DE 27 DE 

SEPTIEMBRE, AL ANTEPROYECTO DE LEY DE ACCESO AL ENTORNO DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD ACOMPAÑADAS DE PERROS DE ASISTENCIA. 

 

Vistas las observaciones formuladas por el Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha en su 

Dictamen 321/2018, de 27 de septiembre, al Anteproyecto de Ley de acceso al entorno de 

las personas con discapacidad acompañadas de perros de asistencia, la Secretaría General 

de la Consejería de Bienestar Social emite el siguiente 

 

 

INFORME: 

 

 

PRIMERO.- OBSERVACIONES DE CARÁCTER ESENCIAL. 

 

Las observaciones de carácter esencial formuladas por el Consejo Consultivo de Castilla-La 

Mancha en la consideración IV del Dictamen 321/2018, DE 27 de septiembre, han sido 

aceptadas y son las que se indican a continuación:  

 

1.º En el artículo 26.1 del Anteproyecto de Ley se ha equiparado la cuantía mínima de las 

sanciones leves a los 301 euros establecidos como cuantía mínima en el artículo 83.1 del 

Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 

inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y en 

el artículo 86.a) de la Ley 7/2014, de 13 de noviembre, de Garantía de los Derechos de las 

Personas con Discapacidad en Castilla-La Mancha.  

 

De manera que, el artículo 26.1 queda redactado de la siguiente manera: 

 

“1. Las infracciones previstas en esta ley serán sancionadas de la forma siguiente: 

a) Las infracciones leves, con multa de 301 euros a 1.000 euros. 

b) Las infracciones graves, con multa de 1.001 euros a 3.000 euros. 

c) Las infracciones muy graves, con multa de 3.001 euros a 10.000 euros.”  

 



 

2.º En el artículo 27.1, párrafos i) a m), del Anteproyecto de Ley se han añadido los criterios 

de graduación recogidos en los epígrafes c), e), f), g) y j) del artículo 84.1 del Texto Refundido 

de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, tal 

como ha sugerido el Consejo Consultivo, quedando el artículo 27.1 redactado como sigue: 

 

“1. Las sanciones se graduarán conforme al principio de proporcionalidad, observando los 

siguientes criterios: 

a) El grado de intencionalidad o negligencia del sujeto infractor. 

b) La importancia o magnitud de los perjuicios causados. 

c) La reincidencia o reiteración. 

d) La trascendencia social de la infracción. 

e) El riesgo producido. 

f) El grado de conocimiento que de la actuación infractora tenga el sujeto responsable de la 

misma según su experiencia y actividad profesional. 

g) El hecho de que se haya efectuado requerimiento previo de la actuación infractora. 

h) Los daños causados al perro de asistencia. 

i) El fraude o la connivencia. 

j) La cifra de negocios o los ingresos de la empresa o entidad infractora. 

k) El número de personas afectadas. 

l) La permanencia o la transitoriedad de las repercusiones de la infracción. 

m) El beneficio económico que se hubiera generado para la persona autora de la infracción.”  

 

3.º Por último, los plazos de prescripción de las infracciones y de las sanciones a los que 

hace referencia el artículo 30 del Anteproyecto de Ley se ajustan a los establecidos en los 

artículos 82 y 87 respectivamente del Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 

personas con discapacidad y de su inclusión social en lugar de los plazos determinados en 

el Anteproyecto de Ley, en el que figuraban los plazos del procedimiento general del artículo 

30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.  

En consecuencia, el artículo 30 queda redactado como se indica a continuación: 

“Artículo 30. Prescripción de infracciones y sanciones. 

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los tres años y 

las leves al año. 

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la 

infracción se hubiera cometido. En el caso de infracciones continuadas o permanentes, el 

plazo comenzará a correr desde que finalizó la conducta infractora. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la persona interesada, de un 

procedimiento administrativo de naturaleza sancionadora, reiniciándose el plazo de 

prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por 

causa no imputable a la persona presunta responsable. 



 

3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los cinco años, las 

impuestas por infracciones graves a los cuatro años y las impuestas por infracciones leves 

al año. 

4. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a 

aquél en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido 

el plazo para recurrirla. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la persona interesada, del 

procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 

más de un mes por causa no imputable a la persona infractora. 

En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada interpuesto contra la resolución 

por la que se impone la sanción, el plazo de prescripción de la sanción comenzará a contarse 

desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo legalmente previsto para la resolución 

de dicho recurso.”  

 

 

SEGUNDO.- OBSERVACIONES DE CARÁCTER NO ESENCIAL. 

 

Todas las observaciones de carácter no esencial, formuladas por el Consejo Consultivo de 

Castilla-La Mancha en la consideración V del Dictamen 321/2018, DE 27 de septiembre, han 

sido aceptadas, a excepción de las sugerencias de los artículos 6.1.c).8º y 9.2.d):  

 

1.º En el artículo 2.j) del Anteproyecto de Ley se ha modificado la definición de persona 

responsable del perro de asistencia, de acuerdo con la sugerencia del Consejo Consultivo, 

quedando dicho precepto redactado de la siguiente manera: 

 

“j) Persona responsable del perro de asistencia: la persona que responde del cumplimiento 

de las condiciones higiénicas y sanitarias del perro de asistencia y de las obligaciones 

previstas en esta ley en relación con los mismos. Tiene la consideración de persona 

responsable:  

1.º La persona propietaria del perro mientras no esté vigente ningún contrato de cesión del 

perro de asistencia. 

2.º La persona usuaria del perro de asistencia o, en su caso, la persona que ejerza la patria 

potestad o tutela sobre la misma, si aquella es menor de edad o es una persona con 

discapacidad con la capacidad de obrar modificada judicialmente, a partir del momento en 

que reciban legalmente la cesión del animal y mientras esta perdure.”  

 

2.º En el artículo 12.1.f) del Anteproyecto de Ley al final del apartado se añade el siguiente 

inciso:  



 

“No obstante, mientras sea operativa para el perro de asistencia la cobertura de la póliza de 

seguro suscrita por la persona propietaria, no es necesario que la persona usuaria suscriba 

una nueva póliza.”  

Este inciso ha sido suprimido del apartado 2 de este artículo, quedando redactado el artículo 

12 como sigue:  

 

“Artículo 12. Obligaciones. 

1. Las personas usuarias de perros de asistencia tienen las siguientes obligaciones:  

a) Cumplir las obligaciones establecidas por la normativa vigente en materia de protección 

de animales de compañía.  

b) Garantizar que el perro cumple las condiciones higiénico-sanitarias establecidas en el 

artículo 16 y, en general, en la normativa aplicable. 

c) Cumplir y respetar las normas de higiene y seguridad en vías y lugares públicos o de uso 

público, en la medida en que la discapacidad de la persona usuaria lo permita.  

d) Utilizar el perro de asistencia exclusivamente para aquellas funciones específicas para las 

que fue adiestrado.  

e) Mantener el perro de asistencia a su lado y controlado con la sujeción que en cada caso 

sea precisa, en los establecimientos, lugares y transportes a los que se refiere este capítulo.  

f) Mantener suscrita una póliza de responsabilidad civil que cubra los eventuales daños a 

terceros ocasionados por el perro de asistencia, por la cuantía mínima que 

reglamentariamente se determine. No obstante, mientras sea operativa para el perro de 

asistencia la cobertura de la póliza de seguro suscrita por la persona propietaria, no es 

necesario que la persona usuaria suscriba una nueva póliza. 

g) Mantener colocado en un lugar visible del perro su distintivo oficial de identificación.  

h) Llevar consigo y exhibir, cuando le sea requerido, el carné de identificación de la unidad 

de vinculación. 

i) Garantizar el buen trato y el bienestar del perro de asistencia, de acuerdo con la normativa 

vigente y las instrucciones recibidas de la entidad de adiestramiento. 

j) Denunciar la pérdida del perro de asistencia en el plazo máximo de 72 horas, así como 

comunicar su desaparición a la persona propietaria del mismo. 

2. La persona propietaria del perro de asistencia debe cumplir las obligaciones del apartado 

1, párrafos a) y f), en relación con los perros de los que sea titular, mientras se encuentren 

en su posesión.  

3. Las personas adiestradoras y educadoras de cachorros son las responsables de cumplir 

las obligaciones del apartado 1, párrafos c), e), i) y j), respecto a los perros en formación que 

estén adiestrando o tengan en su posesión por encontrarse en fase de socialización, 

adiestramiento, adaptación final con la persona usuaria o reeducación.”  

 



 

3.º En el artículo 17.1.c) se ha modificado su redacción para acomodarlo a la nueva redacción 

del artículo 12.1.f), quedando redactado el precepto como se indica a continuación: 

 

“c) La persona usuaria no tiene suscrita una póliza de seguro de responsabilidad civil del 

perro de asistencia que cubra los eventuales daños a terceros, a excepción de lo señalado 

en el último inciso del artículo 12.1.f).”  

 

4.º También han sido modificados los artículos 19.3 y 20.2.d) para adecuar su contenido a lo 

dispuesto en el artículo 17.3, quedando los mismos redactados de la siguiente forma: 

 

Artículo 19.3: “Las resoluciones de suspensión, las que dejen sin efecto la resolución de 

suspensión o las de pérdida de la condición de perro de asistencia se inscribirán en el 

Registro de Unidades de Vinculación y son inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de los 

recursos administrativos que procedan.”  

 

Artículo 20.2.d): “d) Resoluciones de reconocimiento, de suspensión, las que dejen sin efecto 

la resolución de suspensión o las de pérdida de la condición de perro de asistencia.”  

 

5.º En el artículo 25.2 del Anteproyecto de Ley se ha suprimido la infracción prevista en el 

párrafo b): “La exigencia de abono de cantidades por el acceso de los perros de asistencia 

en los términos establecidos en esta ley”, dado que se solapa con la infracción prevista en el 

artículo 25.3.c): “Cobrar gastos adicionales u obligar a la persona usuaria a aportar garantías, 

prestar fianzas o contratar seguros para permitirle el acceso acompañada del perro de 

asistencia.”  

 

También se ha suprimido en el artículo 25.3 y 25.4 del Anteproyecto de Ley el respectivo 

apartado f) para salvar la contradicción que los mismos provocan con el citerio de graduación 

de las sanciones previsto en el artículo 27.1.c) (“reincidencia o reiteración) y lo señalado en 

el apartado 2 de este mismo artículo: “ 

 

2. A los efectos de esta ley, se entiende que existe reincidencia cuando se dicten dos 

resoluciones firmes en el período de un año por infracciones de la misma naturaleza y 

reiteración cuando se dicten tres resoluciones firmes en el período de dos años por 

infracciones de distinta naturaleza.”  

 

De manera que el artículo 25 queda redactado como sigue: 

 

“Artículo 25. Clasificación de las infracciones.  

1. Las infracciones establecidas en esta ley se clasifican en leves, graves y muy graves.  



 

2. Constituyen infracciones leves:  

a) La exigencia de forma arbitraria o irrazonada de la presentación de la documentación 

acreditativa de la condición de perro de asistencia, así como la exigencia de condiciones 

adicionales a las establecidas en esta ley.  

b) El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 12.1, a 

excepción de lo dispuesto en los párrafos b) y f). 

c) La utilización del perro de asistencia después de que el órgano competente haya notificado 

a la persona usuaria la suspensión o la pérdida de la condición de perro de asistencia.  

d) Los incumplimientos de las disposiciones de esta ley y de su normativa de desarrollo así 

como cualquier conducta tendente a dificultar el ejercicio de los derechos reconocidos en 

esta ley o en su normativa de desarrollo, siempre que no se cause perjuicio grave y que no 

estén tipificadas como falta grave o muy grave.  

3. Constituyen infracciones graves:  

a) Impedir el acceso, deambulación o permanencia de la persona usuaria de un perro de 

asistencia que vaya acompañada del mismo en cualquiera de los espacios, lugares, 

establecimientos o transportes previstos en el artículo 6, cuando sean de titularidad privada.  

b) Incumplir las obligaciones del artículo 12.1, párrafos b) y f). 

c) Cobrar gastos adicionales u obligar a la persona usuaria a aportar garantías, prestar 

fianzas o contratar seguros para permitirle el acceso acompañada del perro de asistencia. 

d) Utilizar de forma fraudulenta el distintivo de identificación de perro de asistencia para un 

perro que no tenga este reconocimiento. 

e) Utilizar de forma fraudulenta el perro de asistencia por una persona que no sea la persona 

usuaria que forma la unidad de vinculación con el perro. 

4. Constituyen infracciones muy graves:  

a) Impedir el acceso, deambulación o permanencia de la persona usuaria de un perro de 

asistencia que vaya acompañada del mismo en cualquiera de los espacios, lugares, 

establecimientos o transportes previstos en el artículo 6, cuando sean de titularidad pública 

o concesionarios de un servicio público.  

b) Impedir el derecho de acceso al entorno laboral de la persona usuaria del perro de 

asistencia, vulnerando lo establecido en el artículo 8. 

c) Impedir el derecho de acceso de la persona usuaria del perro de asistencia a los lugares 

o espacios de titularidad privada y uso colectivo previstos en el artículo 9.  

d) Privar de forma intencionada a una persona usuaria de su perro, si este hecho no 

constituye infracción penal.  

e) Incumplir la entidad de adiestramiento de forma grave y reiterada los requisitos y las 

condiciones establecidas en la normativa vigente para el desarrollo de su actividad.”  

 

Únicamente, no se ha aceptado la sugerencia del Consejo Consultivo de incorporar el 

contenido del párrafo 8.º del artículo 6.1.c) del Anteproyecto de Ley al artículo 7 dado que no 



 

se considera acertado ya que en el artículo 6 se recoge una extensa relación de lugares y 

espacios en los que se reconoce el derecho de acceso al entorno de las personas con 

discapacidad acompañadas de perros de asistencia.  

 

Tampoco se ha aceptado la sugerencia del Consejo Consultivo de incorporar el contenido 

del artículo 9.2.d) al artículo 7, dado que en este artículo se hace referencia al derecho de 

acceso a lugares y espacios privados de uso colectivo por lo que tampoco parece 

desacertada su inclusión en el mismo. 

 

Finalmente, el texto del Anteproyecto de Ley ha sido sometido a un nuevo análisis, 

depurando con ello posibles imprecisiones o deficiencias de redacción, mejorando con ello 

la calidad técnica de la norma a fin de contribuir a facilitar su interpretación, manejo y 

aplicación por sus destinatarios, así como incorrecciones gramaticales, tipográficas o erratas. 

 

 

LA SECRETARIA GENERAL 

 

 

 

 

 


